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¿LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA 
ESTÁ DEJANDO DE PROTEGER EL TRABAJO 

DE LOS MÁS POBRES?*

IS THE COLOMBIAN CONSTITUTIONAL COURT 
FAILING TO PROTECT THE WORKING POOR?

LA PROTECTION DES TRAVAILLEURS LES PLUS PAUVRES 
PAR LA COUR CONSTITUTIONNELLE COLOMBIENNE 

EST-ELLE EN TRAIN DE DISPARAÎTRE?

Laura Cecilia PORRAS SANTANILLA** 
Andrés RODRígUEz MORALES***

RESUMEN: Este artículo estudia los fallos de tutela expedidos por la Cor-
te Constitucional colombiana en casos donde trabajadores pobres que se 
la “rebuscan” en espacios públicos activan el aparato judicial para impe-
dir que autoridades estatales les impidan (por distintas razones) llevar a 
cabo sus actividades productivas. Presentamos dos hallazgos. En primer 
lugar, argumentamos que la acción de tutela ha sido útil para coordinar 
derechos constitucionales abstractos (como el derecho al trabajo y al mí-
nimo vital), con diferentes regulaciones locales que impactan la vida de 
los trabajadores más pobres, como las que prohíben que éstos cuiden ca-
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PORRAS SANTANILLA / RODRÍGUEZ MORALES 4

rros en la calle. En casos de recicladores, carperos, escribientes, bicitaxis-
tas y trabajadoras sexuales, entre otros, la Corte protege los derechos de 
los accionantes, pues entiende que, hasta tanto se les ofrezcan alternati-
vas de empleo y/o programas de asistencia social que cubran su mínimo 
vital, impedir que trabajen en el espacio público es una aspiración pura-
mente simbólica. Sin embargo, argumentamos, en segundo lugar, que en 
el caso de vendedores ambulantes desalojados por “invadir” el espacio 
público, la Corte se está alejando del balance constitucional decantado 
que protegía su derecho al trabajo, utilizando argumentos dudosos de 
procedibilidad que deberían ser reconsiderados y desechados en futuras 
decisiones.

Palabras clave: rebusque, vendedores ambulantes, Corte Constitucional 
colombiana, tutela, Colombia

ABSTRACT: This article studies tutela rulings issued by the Colombian 
Constitutional Court in cases where rebuscadores (as we call poor people 
that work in public spaces) activate the judicial system to prevent state 
authorities from evicting them. We present two main findings. In the 
first place, we argue that the tutela has been useful to coordinate abstract 
constitutional rights (such as the right to work and to a minimum in-
come) with different local regulations that impact the lives of  the poor, 
such as those that prohibit watching out for cars on the street. In cases 
of  waste pickers, bicycle taxi drivers, and sex workers, among others, the 
Court protects the plaintiffs’ rights understanding that preventing them 
from working in public space is a purely symbolic aspiration until they 
are offered employment alternatives and/or social assistance programs 
that cover their minimum income. However, in the case of  street ven-
dors evicted for “invading” the public space, we argue that the Court is 
moving away from the established constitutional balance that protected 
their right to work, using, for this purpose, dubious procedural argu-
ments that should be reconsidered in future rulings.

Keywords: Rebusque, street vendors, Colombian Constitutional Court, tu-
tela, Colombia

RéSUMé: Cet article, constitué par l’étude des manquements par la Cour 
Constitutionnelle colombienne au devoir de protection des travailleurs 
pauvres (ceux qui ont recours à «la débrouille» dans l’espace public) qui 
recherchaient un soutien de l’appareil judiciaire pour reprendre leurs ac-
tivités professionnelles lorsque l’autorité de l’état les en empêchait pour 
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LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA... 5

diverses raisons, nous permet d’affirmer deux choses. Premièrement, il 
apparaît que la protection de ladite Cour a bien été utile pour coordon-
ner les droits constitutionnels «abstraits» (comme le droit au travail et 
au minimum vital) avec les différentes règlementations locales qui im-
pactent la vie des travailleurs les plus pauvres comme, par exemple, les 
règles interdisant à des personnes, contre pourboire, de veiller sur votre 
voiture. En ce qui concerne, notamment, les ramasseurs de déchets, les 
loueurs de bâches destinées au commerce informel, les écrivains publics, 
les vélos-taxis et les travailleurs du sexe, la Cour les protège en général 
car elle est consciente que tant qu’on ne leur proposera pas un emploi 
décent et/ou une protection sociale couvrant leurs besoins de base, les 
empêcher de travailler dans l’espace public relèverait d’une décision sym-
bolique inapplicable. En revanche, et c’est là notre seconde trouvaille, 
nous démontrons que dans le cas de vendeurs ambulants expulsés de 
leur lieu de travail habituel parce qu’ils «envahissaient» l’espace public, la 
Cour s’éloigne de sa mission qui consiste à protéger le travail en utilisant 
des arguments de procédure douteux qui devraient être réévalués, voire 
écartés, pour les futures sentences rendues.

Mots-clés: Débrouille, vendeurs ambulants, Cour Constitutionnelle colom-
bienne, protection, Colombie.

SUMARIO: I. Introducción. II. El acceso a la justicia constitucional por parte de 
rebuscadores que no son vendedores ambulantes. III. Los cambios en el acceso a la 
justicia constitucional por parte de un tipo específico de rebuscadores de la calle: los 
vendedores ambulantes. IV. Una Corte dispuesta, con sus tropiezos, a garantizar 
los derechos de los vendedores ambulantes (1992-2017). V. Una Corte oscilante y 
en ocasiones menos dispuesta a garantizar los derechos de los vendedores ambulantes 

(2017-2020). VI. Conclusión. VII. Referencias.

I. INTRODUCCIóN

Mariana Valverde1 explica que en sistemas constitucionales como los 
de Norteamérica y el Reino Unido, los derechos constitucionales no 

se coordinan con regulaciones de “bajo nivel” que impactan el día a día de 
los ciudadanos. En materia de espacio público, por ejemplo, las regulacio-

1 Valverde, Mariana, “Jurisdiction and Scale: Legal «Technicalities» as Resources for The-
ory”, Social Legal Studies, vol. 18, núm. 2, mayo de 2009, pp. 139-157.
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nes que prohíben conductas inofensivas, como que en los parques se beba 
alcohol, se acampe o se juegue, son producto de falta de coordinación entre 
reglas de nivel constitucional y local. Valverde sostiene que el “casi medieval 
micro-manejo” de dicho tipo de conductas constituye un ejemplo de “mal 
pluralismo legal”, que ocurre cuando los derechos y protecciones ganados 
a una escala, como los derechos constitucionales de la escala nacional, son 
invisibilizados en otras escalas a través de regulaciones locales.2 El presente 
artículo busca mostrar que en Colombia la acción de tutela ha sido útil para 
coordinar derechos constitucionales con regulaciones locales de bajo nivel. 
Para el efecto, nos centraremos en el análisis de la regulación del espacio pú-
blico urbano, y más específicamente en cómo la tutela ha logrado evitar que 
en casos concretos se apliquen regulaciones locales que limitan la posibilidad 
de que ciudadanos pobres puedan trabajar o “rebuscársela” en la calle.

Para cumplir con el objetivo planteado, este artículo se dividirá en dos 
partes. En primer lugar, mostraremos cómo ha fallado la Corte Constitucio-
nal (en adelante, CC) tutelas interpuestas por rebuscadores para evitar que 
sus actividades productivas se vean interrumpidas por orden de autoridades 
estatales de distintos niveles. Por “rebuscadores”3 nos referimos, específica-
mente, a personas que comparten las siguientes cinco características: 1) se 
identifican a sí mismos como autoempleados o trabajadores familiares, 2) lle-
van a cabo su trabajo principalmente en la calle, 3) el trabajo ocupa la mayor 
parte de su tiempo, 4) están afiliados al sistema subsidiado de salud, y 5) han 
estudiado máximo hasta el bachillerato (en caso de haber estudiado). Estamos 
hablando de aproximadamente 689,000 personas en Colombia.4 En términos 
generales, argumentaremos que la Corte ha protegido a los rebuscadores y 
les ha impedido a las autoridades desalojarlos sin que previamente se logre 
garantizar su mínimo vital. Sin embargo, en segundo lugar, mostraremos que 
para el caso específico de los vendedores ambulantes actualmente existe una 
disputa al interior de la CC que ha minado el nivel de protección que en la 
práctica se les venía otorgando a través del uso de la tutela. Finalmente, y a 
manera de conclusión, sugerimos que la Sala Plena de la CC debe expedir una 

2 Ibidem, p. 142.
3 “Rebuscadores” es una categoría etnográfica emergente que surgió de la tesis doctoral 

de la coautora de este texto. Varios fenómenos relacionados con los rebuscadores han sido 
abordados en otros trabajos.

4 Comunicación suscrita por Antonio José Avendaño Arosemena (director técnico de 
Metodología y Producción Estadística), 17 de julio de 2020. Los datos fueron obtenidos de la 
Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH).

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2022 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-social/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24487899e.2022.35.17270



LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA... 7

sentencia de unificación que elimine las nuevas barreras procedimentales que 
han disminuido en la práctica las posibilidades de los vendedores ambulantes 
de acceder a la justicia constitucional y defender sus derechos.

II. EL ACCESO A LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 
POR PARTE DE REBUSCADORES qUE NO SON 

VENDEDORES AMBULANTES

La CC revisa menos del 0,03% de las tutelas presentadas en el país. Para 
el 13 de julio de 2020 se habían revisado 19,565 de las 7.893,499 tutelas que 
han sido interpuestas en Colombia desde 1992.5 Pese al bajo porcentaje de 
selección, en relación con los rebuscadores, la CC ha revisado más de ochenta 
tutelas con corte a enero de 2020. La mayoría de éstas fueron interpuestas 
por vendedores ambulantes que fueron desalojados por “invadir” el espacio 
público. Sin embargo, encontramos veinticinco tutelas interpuestas por otro 
tipo de rebuscadores: nueve fueron interpuestas por recicladores, tres por la-
vadores y cuidadores de vehículos, una por un minero artesanal, cinco por 
pescadores artesanales y carperos, tres por embellecedores de calzado o escri-
bientes, dos por bicitaxistas o propietarios de vehículos de tracción animal y 
una por trabajadoras sexuales.

Existen al menos cinco características que hacen que estos casos sean se-
mejantes. En primer lugar, en todos ellos el conflicto constitucional se originó 
en una decisión de la administración pública que impidió que los rebuscado-
res continuaran trabajando en la calle. En segundo lugar, la administración 
pública siempre fundamentó sus decisiones en la protección del “interés ge-
neral”, que en este caso abarcó desde la protección del derecho colectivo 
al medio ambiente y el espacio público, hasta fines ilegítimos a la luz de la 
Constitución, como mostraremos en el caso de las trabajadoras sexuales. En 
tercer lugar, la Corte estudió la procedibilidad de la acción en once de los 
veinticinco casos estudiados (menos de la mitad),6 y en todos ellos (salvo en 
dos casos aislados) la Corte declaró que la tutela era procedente.

5 Corte Constitucional, “Estadísticas de la CC. Corte Constitucional”, 22 de diciembre de 
2020, disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/lacorte/estadisticas.php.

6 Corte Constitucional de Colombia (4 de marzo de 1994), sentencia T-095 de 1994, M. P. 
José Gregorio Hernández Galindo; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2002), senten-
cia T-660 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte Constitucional (15 de mayo de 
2012), sentencia T-348 de 2012, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (25 
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En cuarto lugar, en la mayoría de los casos (dieciocho de veinticinco) la 
CC consideró importante que se probara el principio de confianza legítima 
como condición para poder ordenar la suspensión de los desalojos hasta 
tanto no se garantizara el mínimo vital y el derecho al trabajo de los accio-
nantes. De acuerdo con dicho principio, “el Estado no puede súbitamente 
alterar unas reglas de juego que regulan sus relaciones con los particulares, 
sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que 
ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica”.7 Sin embargo, 
en todos los casos donde estudió si dicho principio era relevante, salvo en 
uno,8 no se fijó ningún estándar probatorio en particular. Inclusive, en uno 
de los casos la Corte protegió los derechos de los ciudadanos pese a que no 
encontró probada la confianza legítima.9 En quinto lugar, en todos los casos, 
salvo cuando se configuró una carencia actual de objeto, la Corte amparó 
los derechos de los trabajadores.10 Para el efecto, la Corte estableció distin-
tas órdenes, entre las que se encuentran ordenar la reubicación y/o diseñar 
una política pública que garantice la reinserción laboral de los rebuscadores 
afectados. La CC ordenó la reubicación inclusive en casos en que los rebus-
cadores no cumplían con los requisitos específicos ordenados por las admi-
nistraciones locales, tales como estar en un censo o llevar un determinado 
tiempo trabajando.

Luego de exponer algunas características comunes de los casos estudiados, 
dedicaremos los siguientes párrafos a mostrar algunos matices en las órdenes 
proferidas por la CC para garantizar la protección de distintos tipos de rebus-

de mayo de 2012), sentencia T-387 de 2012, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Cons-
titucional (18 de mayo de 2012), sentencia T-376 de 2012, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; 
Corte Constitucional (2 de noviembre de 2012), sentencia T-904 de 2012, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (13 de julio de 2013), sentencia T-442 de 2013, M. P. Jor-
ge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (12 de noviembre de 2013), sentencia T-820 
de 2013, M .P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2015), 
sentencia T-606 de 2015, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Corte Constitucional (1o. de diciem-
bre de 2015), sentencia T-740 de 2015, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; Corte Consti-
tucional (31 de octubre de 2016), sentencia T-594 de 2016, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.

7 Corte Constitucional (26 de octubre de 2004), sentencia C-1049 de 2004, M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández.

8 Corte Constitucional (21 de septiembre de 2002), sentencia T-660 de 2002, M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández.

9 Corte Constitucional (2 de noviembre de 2012), sentencia T-904 de 2012, M. P. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub.

10 Corte Constitucional (20 de agosto de 2003), sentencia T-724 de 2003, M. P. Jaime 
Araújo Rentería.
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cadores. Empezaremos por los recicladores. La CC ha revisado nueve casos 
en total.11 En tres de dichos casos,12 los recicladores fueron desalojados, pues 
su actividad se llevaba a cabo en el espacio público. En el primer caso, la Cor-
te13 negó la tutela, puesto que la administración tenía un plan para reubicar a 
los recicladores, lo que a su juicio minimizaba los efectos del desalojo. En los 
dos casos siguientes, la Corte tuteló el derecho al trabajo de los accionantes 
porque no existían planes de reubicación previos y se les estaba vulnerando 
el principio de confianza legítima.14 En los seis casos restantes, distintos gru-
pos de recicladores interpusieron tutelas con la esperanza de que los jueces 
ordenaran que fueran incluidos en procesos de privatización del manejo de 
basuras en diferentes ciudades.15 La CC reconoció que los recicladores hacen 
parte de un grupo vulnerable, marginalizado y discriminado, que las auto-
ridades no pueden agravar su situación, y que en su lugar deberían buscar 
formas para mejorar sus condiciones laborales. En consecuencia, ordenó que 
los recicladores no fueran excluidos de los procesos de licitación a través de 
cláusulas que en la práctica los excluían, e inclusive ordenó, en uno de sus 

11 Corte Constitucional (14 de diciembre de 1992), sentencia T-610 de 1992, M. P. Fabio 
Morón Díaz; Corte Constitucional (17 de octubre de 1996), sentencia T-548 de 1996, M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz; Corte Constitucional (20 de agosto de 2003), sentencia T-724 
de 2003, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (23 de abril de 2009), sentencia 
T-291 de 2009, M. P. Clara Elena Reales Gutiérrez; Corte Constitucional (23 de junio de 
2009), sentencia T-411 de 2009, M. P. María Victoria Calle Correa; Corte Constitucional (27 
de noviembre de 2009), sentencia T-872 de 2009, M. P. Mauricio González Cuervo; Corte 
Constitucional (25 de mayo de 2012), sentencia T-387 de 2012, M. P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub; Corte Constitucional (1 de diciembre de 2015), sentencia T-740 de 2015, M. P. Luis 
Guillermo Guerrero Pérez.

12 Corte Constitucional (14 de diciembre de 1992), sentencia T-610 de 1992, M. P. Fabio 
Morón Díaz; Corte Constitucional (13 de diciembre de 1995), sentencia T-617 de 1995, M. P. 
Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional (17 de octubre de 1996), sentencia T-548 
de 1996, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

13 Corte Constitucional (14 de diciembre de 1992), sentencia T-610 de 1992, M. P. Fabio 
Morón Díaz.

14 Corte Constitucional (13 de diciembre de 1995), sentencia T-617 de 1995, M. P. Alejandro 
Martínez Caballero; Corte Constitucional (17 de octubre de 1996), sentencia T-548 de 1996, M. 
P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

15 Corte Constitucional (20 de agosto de 2003), sentencia T-724 de 2003, M. P. Jaime 
Araújo Rentería; Corte Constitucional (23 de junio de 2009), sentencia T-411 de 2009, M. 
P. María Victoria Calle Correa; Corte Constitucional (27 de noviembre de 2009), sentencia 
T-872 de 2009, M. P. Mauricio González Cuervo; Corte Constitucional (25 de mayo de 2012), 
sentencia T-387 de 2012, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (1o. de 
diciembre de 2015), sentencia T-740 de 2015, M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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fallos,16 suspender el proceso de licitación hasta que se incluyeran acciones 
afirmativas en su nombre.

En el caso de lavadores y cuidadores de carros, se han interpuesto tres 
tutelas, que fueron revisadas por la CC.17 Los dos primeros casos18 tuvieron 
lugar en Montería y Cartagena. En ambas ciudades los accionantes utiliza-
ban fuentes hídricas para lavar carros, y fueron desalojados por los impactos 
ambientales de su actividad. La CC reconoció la importancia de proteger el 
ambiente, pero aclaró que no se podía vulnerar el derecho al mínimo vital de 
los desalojados.19 En el primer caso, los lavadores de carros pudieron probar 
su confianza legítima, y, en consecuencia, la CC ordenó a las autoridades 
locales que los reubicara en un área en la que pudieran continuar su trabajo 
sin contaminar el río.20 En el segundo caso, la confianza legítima no se pudo 
probar porque los rebuscadores estaban trabajando en un área en la que esta-
cionar carros estaba claramente prohibido por señales de tránsito.21 Sin em-
bargo, la CC argumentó que ninguna actuación que busque la recuperación 
del espacio público podía vulnerar los derechos fundamentales de personas 
vulnerables, aun cuando dichas personas no estuvieran cubiertas por el prin-
cipio de confianza legítima, y les ordenó a las autoridades adoptar medidas de 
compensación dependiendo de la naturaleza y el grado de perjuicio causado 
a los accionantes.22

La CC también revisó el caso de un minero que fue desplazado por la 
violencia y que había dedicado diez años de su vida a practicar una forma de 

16 Corte Constitucional (23 de abril de 2009), sentencia T-291 de 2009, M. P. Clara Elena 
Reales Gutiérrez.

17 Corte Constitucional (31 de mayo de 2011), sentencia T-458 de 2011, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (2 de noviembre de 2012), sentencia T-904 de 2012, M. 
P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (12 de noviembre de 2013), sentencia 
T-820 de 2013, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

18 Idem.
19 Idem; Corte Constitucional (2 de noviembre de 2012), sentencia T-904 de 2012, M. P. 

Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
20 Idem. En otro caso donde una mujer que trabajaba cuidando carros frente a un edificio 

en Cali pudo probar el principio de confianza legítima, la CC tuteló sus derechos y ordenó 
que se le brindaran facilidades para encontrar una nueva alternativa laboral. Véase Corte 
Constitucional (12 de noviembre de 2013), sentencia T-820 de 2013, M. P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub.

21 Corte Constitucional (2 de noviembre de 2012), sentencia T-904 de 2012, M. P. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub.

22 Idem.
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LA CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA... 11

minería artesanal en una zona ambientalmente protegida a las afueras de Mi-
tú.23 Las autoridades municipales le advirtieron que no podía continuar con su 
actividad. De nuevo, la CC24 reconoció la importancia de proteger el ambiente 
y enfatizó en la necesidad de cumplir con los requerimientos establecidos 
en la ley para desempeñar la actividad minera. Sin embargo, consideró que 
ordenar el cierre de la actividad minera violaba el derecho de esta persona al 
mínimo vital de acuerdo con los principios de buena fe y confianza legítima. 
De tal manera, la CC les ordenó a las autoridades municipales tomar medidas 
para minimizar el impacto de la prohibición de la actividad minera, ordenan-
do planes de formación y de reubicación laboral.

Los pescadores artesanales y carperos también hacen parte del grupo de 
rebuscadores que han interpuesto tutelas para evitar ser desalojados. Hasta 
el momento, la CC ha revisado cinco tutelas donde los accionantes fueron 
desalojados por diferentes razones, incluyendo la violación de concesiones 
de playas y los impactos ambientales que generaban sus actividades.25 En los 
dos primeros casos, la Corte declaró improcedente la acción,26 al considerar 
que los “intereses económicos” de los accionantes sobre el espacio público 
debían ser conocidos por otras jurisdicciones.27 Afortunadamente, en los tres 
casos subsiguientes, la Corte argumentó que todas las comunidades afectadas 
(no sólo las afro, indígenas o ROM) debían ser consultadas antes de que se 
hicieran concesiones sobre las playas, y que las decisiones deberían incluir 
medidas para prevenir que se vieran afectados sus derechos fundamentales.28 
Además, la CC les ordenó a las autoridades, diseñar planes razonables de reu-

23 Corte Constitucional (1o. de abril de 2014), sentencia T-204 de 2014, M. P. Alberto Rojas 
Ríos.

24 Idem.
25 Corte Constitucional (4 de marzo de 1994), sentencia T-095 de 1994, M. P. José Gregorio 

Hernández Galindo; Corte Constitucional (16 de octubre de 1997), sentencia T-530 de 1997, 
M. P. Fabio Marón Díaz; Corte Constitucional (15 de mayo de 2012), sentencia T-348 de 2012, 
M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (18 de mayo de 2012), sentencia 
T-376 de 2012, M. P. María Victoria Calle Correa; Corte Constitucional (21 de septiembre de 
2015), sentencia T-606 de 2015, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.

26 Cuando una tutela se declara improcedente, no se evalúa el caso, sino que se considera 
que el conflicto no pertenece a la jurisdicción constitucional. Por ello, es importante que se 
interprete dicho principio con mucha cautela.

27 Corte Constitucional (16 de octubre de 1997), sentencia T-530 de 1997, M. P. Fabio 
Marón Díaz.

28 Corte Constitucional (15 de mayo de 2012), sentencia T-348 de 2012, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub.
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bicación, con acceso a programas de capacitación, créditos blandos e insumos 
productivos para garantizar soporte alimenticio y económico transitorio para 
los afectados.

Emboladores y escribientes también interpusieron tutelas. Dos embola-
dores interpusieron una tutela luego de ser desalojados de la plaza principal 
de Ibagué. Las autoridades municipales habían otorgado un número limi-
tado de módulos para embolar, y los dos accionantes no clasificaron.29 La 
Corte decidió que aunque ambos ciudadanos fueron excluidos porque no 
cumplían todos los requisitos establecidos por las autoridades, la confianza 
legítima aplicaba en ambos casos y, por lo tanto, ordenó que se les otorgara 
un módulo. Otra tutela interesante fue interpuesta por un escribiente que fue 
desalojado después de trabajar quince años en una de las principales plazas 
de Cali.30 La tutela fue negada porque el accionante no probó que realmente 
trabajara en la plaza: no era parte de las asociaciones del área, no aparecía en 
ningún censo, y existían testimonios en los que se constataba que la persona 
no trabajaba allí.

Bicitaxistas y “zorreros” (propietarios de vehículos de tracción animal) 
también recurrieron a la acción de tutela para proteger su derecho al trabajo. 
Un grupo de los más de 8,000 bicitaxistas, por ejemplo, interpuso una acción 
de tutela porque la policía les estaba imponiendo multas por realizar su traba-
jo. La CC consideró que en ese caso aplicaba el principio de confianza legítima 
(los accionantes creían que estaban actuando con el permiso de la administra-
ción), y les advirtió a las autoridades que el bicitaxismo no se puede eliminar 
antes de implementar un plan que les permita a los ciudadanos afectados 
dedicarse a otra actividad. Sin embargo, la Corte también afirmó que la tutela 
no era el medio judicial adecuado para solicitar que se suspendieran las multas 
de tránsito que les habían impuesto a los accionantes.31 La CC también revisó 
un caso de ciudadanos que venían trabajando como “zorreros” hacía más de 
veinte años, y a quienes se les prohibió continuar con su actividad luego de que 
la ciudad lanzara un plan para reemplazar los vehículos de tracción animal 

29 Corte Constitucional (22 de enero de 2008), sentencia T-021 de 2008, M. P. Jaime Araújo 
Rentería; Corte Constitucional (2 de diciembre de 2008), sentencia T-1179 de 2008, M. P. 
Humberto Antonio Sierra Porto.

30 Corte Constitucional (21 de septiembre de 2002), sentencia T-660 de 2002, M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández.

31 Corte Constitucional (13 de julio de 2013), sentencia T-442 de 2013, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub.
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con un vehículo motorizado u oportunidades de capital semilla.32 Los rebus-
cadores que interpusieron la tutela no cumplían con todos los requerimientos 
necesarios para ser beneficiarios del plan conforme a la normatividad local. 
Sin embargo, la Corte concluyó que sus derechos estaban siendo vulnerados, 
que no importaba si no habían cumplido todos los requisitos, y ordenó a las 
autoridades municipales que los incluyera como beneficiarios del plan.33

Finalmente, un grupo de trabajadoras sexuales fueron desalojadas de la calle 
“con el objetivo de recuperar el espacio público”,34 y detenidas transitoriamen-
te por la policía. La policía las discriminó y les dio a entender que su actividad 
estaba prohibida. La Corte35 afirmó que el trabajo sexual es lícito, que las mu-
jeres no estaban violando ninguna norma, y le advirtió a la policía que era in-
constitucional realizar “perfilamientos” de trabajadoras sexuales.36 Finalmente, 
le ordenó a la policía que no utilizara la política de recuperación del espacio 
público como excusa para violar el derecho a la locomoción de las trabajado-
ras, y le ordenó al distrito crear una política pública para crear oportunidades 
para trabajadoras sexuales.

Como pudo verse a lo largo de esta sección, pese a algunas diferencias en 
las órdenes proferidas, la mayoría de ellas razonables, debido a las necesida-
des de los distintos tipos de rebuscadores, los jueces garantizaron la justicia 
material, al proteger los derechos al mínimo vital y al trabajo, sin desconocer 
la importancia de derechos como la protección del medio ambiente o del 
espacio público. Como pudimos mostrar en los párrafos anteriores, el com-
promiso con la garantía del cumplimiento de la justicia material fue inclusive 
más importante que el cumplimiento formal del principio de confianza legíti-
ma, pues en varias ocasiones la CC protegió los derechos de los accionantes, 
inclusive cuando no lograron probar el principio de confianza legítima. En la 
práctica, la CC estaba logrando coordinar una Constitución política garantista 
y preocupada por el bienestar de los más pobres y unas regulaciones locales 
que protegían fines constitucionales también importantes como el respeto 
por el espacio público y el medio ambiente. Sin embargo, como explicaremos 
más adelante, eso estaba por ponerse en duda.

32 Corte Constitucional (16 de julio de 2014), sentencia T-514 de 2014, M. P. Alberto Rojas 
Ríos.

33 Idem.
34 Corte Constitucional (31 de octubre de 2016), sentencia T-594 de 2016, M. P. Gloria 

Stella Ortiz Delgado.
35 Idem.
36 Idem.
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III. LOS CAMBIOS EN EL ACCESO A LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 
POR PARTE DE UN TIPO ESPECíFICO DE REBUSCADORES 

DE LA CALLE: LOS VENDEDORES AMBULANTES

La mayoría de las tutelas revisadas por la CC relacionadas con el espacio 
urbano y con rebuscadores fueron interpuestas por vendedores ambulan-
tes que fueron desalojados siguiendo regulaciones locales.37 Hasta marzo de 

37 Corte Constitucional (17 de junio de 1992), sentencia T-225 de 1992, M. P. Jaime Sanín 
Greiffestein; Corte Constitucional (3 de septiembre de 1993), sentencia T-372 de 1993, M. 
P. Jorge Arango Mejía; Corte Constitucional (3 de marzo de 1994), sentencia T-091 de 
1994, M. P. Hernando Herrera Vergara; Corte Constitucional (14 de diciembre de 1994), 
sentencia T-578 de 1994, M. P. José Gregorio Hernández Galindo; Corte Constitucional 
(16 de marzo de 1995), sentencia T-115 de 1995, M. P. José Gregorio Hernández Galindo; 
Corte Constitucional (24 de marzo de 1995), sentencia T-133 de 1995, M. P. Fabio Morón 
Díaz; Corte Constitucional (29 de abril de 1996), sentencia T-160 de 1996, M. P. Fabio 
Marón Díaz; Corte Constitucional (17 de septiembre de 1996), sentencia T-438 de 1996, M. 
P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional (25 de agosto de 1997), sentencia T-398 
de 1997, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional (2 de octubre de 1998), 
sentencia T-550 de 1998, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa; Corte Constitucional (11 de 
diciembre de 1998), sentencia T-778 de 1998, M. P. Alfredo Beltrán Sierra; Corte Constitucional 
(19 de mayo de 1999), sentencia SU-360 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte 
Constitucional (20 de mayo de 1999), sentencia T-364 de 1999, M. P. Alejandro Martínez 
Caballero; Corte Constitucional (12 de julio de 1999), sentencia T-499 de 1999, M. P. Alejandro 
Martínez Caballero; Corte Constitucional (12 de mayo de 1999), sentencia SU-601A de 1999, 
M. P. Vladimiro Naranjo Mesa; Corte Constitucional (21 de septiembre de 1999), sentencia 
T-706 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional (11 de octubre de 
1999), sentencia T-754 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional 
(19 de noviembre de 1999), sentencia T-940 de 1999, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa; Corte 
Constitucional (30 de marzo de 2000), sentencia T-372 de 2000, M. P. Alfredo Beltrán Sierra; 
Corte Constitucional (1 de agosto de 2000), sentencia T-983 de 2000, M. P. José Gregorio 
Hernández Galindo; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2000), sentencia T-1263 de 
2000, M. P. Alfredo Beltrán Sierra; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2002), sentencia 
T-660 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte Constitucional (17 de octubre de 
2002), sentencia T-660 de 2002, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa; Corte Constitucional 
(20 de agosto de 2003), sentencia T-726 de 2003, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte 
Constitucional (4 de septiembre de 2003), sentencia T-772 de 2003, M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa; Corte Constitucional (19 de febrero de 2004), sentencia T-146 de 2004, M. P. Jaime 
Araújo Rentería; Corte Constitucional (20 de mayo de 2004), sentencia T-521 de 2004, M. P. 
Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (9 de junio de 2006), sentencia T-465 de 2006, 
M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (24 de agosto de 2006), sentencia T-722 
de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (25 de agosto de 2006), sentencia 
T-729 de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (25 de septiembre de 2007), 
sentencia T-773 de 2007, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto; Corte Constitucional (22 de 
enero de 2008), sentencia T-021 de 2008, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional 
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2020, la CC había revisado 61 tutelas, por lo que podemos asumir que los 
casos litigados ante jueces de instancias inferiores se pueden calcular en miles. 
En términos generales, la CC interpretó el desalojo de vendedores ambu-
lantes como un conflicto entre el derecho al trabajo y el derecho colectivo a 
mantener la integridad del espacio público. En una primera etapa, entre 1992 
y 2017, la CC estuvo dispuesta a garantizar, con sus tropiezos, los derechos 
de los accionantes. Eso, a pesar de que entre 1998 y 2003 diferentes alcaldes 
implementaron la que es quizá la campaña más agresiva de recuperación del 
espacio público en el sur global.38 Sin embargo, desde 2017 esa protección 

(2 de diciembre de 2008), sentencia T-1179 de 2008, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto; 
Corte Constitucional (24 de enero de 2008), sentencia T-053 de 2008, M. P. Rodrigo Escobar 
Gil; Corte Constitucional (24 de abril de 2008), sentencia T-394 de 2008, M. P. Humberto 
Antonio Sierra Porto; Corte Constitucional (29 de mayo de 2008), sentencia T-566 de 2008, M. 
P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (26 de junio de 2008), sentencia T-630 de 2008, 
M. P. Jaime Córdoba Triviño; Corte Constitucional (6 de noviembre de 2008), sentencia T-1098 
de 2008, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte Constitucional (29 de octubre de 2009), 
sentencia T-775 de 2009, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Corte Constitucional (24 de febrero de 
2010), sentencia T-135 de 2010, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; Corte Constitucional 
(12 de noviembre de 2010), sentencia T-908 de 2010, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; 
Corte Constitucional (17 de noviembre de 2010), sentencia T-926 de 2010, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (17 de marzo de 2011), sentencia T-192 de 2011, M. P. Luis 
Ernesto Vargas Silva; Corte Constitucional (26 de marzo de 2012), sentencia T-244 de 2012, M. 
P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (26 de mayo de 2011), sentencia T-454 de 
2011, M. P. Nilson Pinilla Pinilla; Corte Constitucional (14 de diciembre de 2011), sentencia T-940 
de 2011, M. P. Nilson Pinilla Pinilla; Corte Constitucional (16 de diciembre de 2011), sentencia 
T-970 de 2011, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; Corte Constitucional (12 de junio 
de 2012), sentencia T-437 de 2012, M. P. Adriana María Guillén Arango; Corte Constitucional 
(4 de septiembre de 2012), sentencia T-703 de 2012, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva; Corte 
Constitucional (28 de junio de 2013), sentencia T-386 de 2013, M. P. María Victoria Calle Correa; 
Corte Constitucional (12 de septiembre de 2013), sentencia T-631 de 2013, M. P. Nilson Pinilla 
Pinilla; Corte Constitucional (9 de abril de 2014), sentencia T-231 de 2014, M. P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub; Corte Constitucional (9 de julio de 2014), sentencia T-481 de 2014, M. P. María 
Victoria Calle Correa; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2015), sentencia T-606 de 2015, 
M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Corte Constitucional (12 de diciembre de 2016), sentencia T-692 
de 2016, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva; Corte Constitucional (3 de febrero de 2017), sentencia 
T-067 de 2017, M. P. Aquiles Arrieta Gómez; Corte Constitucional (4 de julio de 2017), sentencia 
T-424 de 2017, M. P. Alejandro Linares Cantillo; Corte Constitucional (14 de julio de 2017), 
sentencia T-450 de 2017, M. P. Carlos Bernal Pulido; Corte Constitucional (28 de noviembre de 
2017), sentencia T-701 de 2017, M. P. Alberto Rojas Ríos; Corte Constitucional (31 de mayo 
de 2019), sentencia T-243 de 2019, M. P. Alberto Rojas Ríos; Corte Constitucional (22 de 
octubre de 2019), sentencia T-499 de 2019, M. P. Carlos Bernal Pulido; Corte Constitucional 
(2 de marzo de 2020), sentencia T-090 de 2020, M. P. José Fernando Reyes Cuartas.

38 Donovan, Michael, “Informal cities and the contestation of  public space: The case of  
Bogota’s street vendors, 1988–2003”, Urban Studies, vol. 45, núm 1, enero de 2008, pp. 29-51.
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está en riesgo. A continuación, desarrollaremos con más detenimiento cada 
uno de los dos periodos mencionados.

IV. UNA CORTE DISPUESTA, CON SUS TROPIEzOS, 
A gARANTIzAR LOS DERECHOS DE LOS VENDEDORES 

AMBULANTES (1992-2017)

De 1992 a 1996, la CC ordenó la protección de los vendedores ambulantes 
en seis de los casos revisados, salvo en los que se configuró carencia actual 
de objeto.39 En cinco de los seis casos, los vendedores contaban con una 
licencia para ocupar el espacio público. En el sexto caso, la Corte ordenó la 
reubicación porque encontró probada la confianza legítima (la administra-
ción había prometido reubicarlos y no había cumplido) a pesar de que los 
vendedores no contaban con licencia. Desde mediados de 1996 hasta 1998, 
la CC revisó los primeros cuatro casos de vendedores sin licencia. En un 
primer momento, la CC negó el amparo o declaró improcedente la acción 
argumentando que los vendedores no estaban amparados por el principio de 
confianza legítima.40 Desafortunadamente, un principio que había resultado 
útil para proteger el derecho al trabajo y al mínimo vital en los inicios de la ju-
risprudencia constitucional, ahora se convertía en un obstáculo. La Sala Plena 
matizó los fallos anteriores en la sentencia de unificación SU-360/99,41 que 
ampliaba los mecanismos disponibles para probar la confianza legítima. De 
ahí en adelante, se pudo probar con acuerdos previos entre la administración 
y los vendedores, la existencia de censos, el pago por el derecho al uso del 
espacio público o simplemente la omisión general de la administración de 

39 Corte Constitucional (17 de junio de 1992), sentencia T-225 de 1992, M. P. Jaime Sanín 
Greiffestein; Corte Constitucional (3 de septiembre de 1993), sentencia T-372 de 1993, M. P. 
Jorge Arango Mejía; Corte Constitucional (3 de marzo de 1994), sentencia T-091 de 1994, 
M. P. Hernando Herrera Vergara; Corte Constitucional (14 de diciembre de 1994), sentencia 
T-578 de 1994, M. P. José Gregorio Hernández Galindo; Corte Constitucional (16 de marzo de 
1995), sentencia T-115 de 1995, M. P. José Gregorio Hernández Galindo; Corte Constitucional 
(17 de septiembre de 1996), sentencia T-438 de 1996, M. P. Alejandro Martínez Caballero.

40 Corte Constitucional (24 de marzo de 1995), sentencia T-133 de 1995, M. P. Fabio 
Morón Díaz; Corte Constitucional (29 de abril de 1996), sentencia T-160 de 1996, M. P. 
Fabio Marón Díaz; Corte Constitucional (2 de octubre de 1998), sentencia T-550 de 1998, M. 
P. Vladimiro Naranjo Mesa; Corte Constitucional (11 de diciembre de 1998), sentencia T-778 
de 1998, M. P. Alfredo Beltrán Sierra.

41 Corte Constitucional (19 de mayo de 1999), sentencia SU-360 de 1999, M. P. Alejandro 
Martínez Caballero.
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actuar frente a la presencia de los vendedores. Todavía, sin embargo, la CC no 
consideraba que el testimonio del vendedor fuera prueba suficiente.

Las subreglas de la sentencia SU-360/99 fueron reiteradas en once 
oportunidades,42 hasta 2003, cuando la CC expidió una decisión mucho más 
inclinada a garantizar los derechos fundamentales de los trabajadores.43 En 
la sentencia T-772/03,44 la CC sostuvo que cualquier proceso de desalojo 
debía estar precedido de una cuidadosa e individualizada evaluación de los 
efectos socioeconómicos de la población afectada. Así, si la subsistencia de 
ciudadanos vulnerables estaba en riesgo, los desalojos no podían ser llevados 
a cabo, pues cualquier política que empobrezca a los ciudadanos es regresiva 
y viola tanto los instrumentos internacionales de derechos humanos que Co-
lombia ha ratificado como el texto de la Constitución misma. En ese orden de 
ideas, la CC introdujo cuatro subreglas adicionales. En primer lugar, la Corte 
sostuvo que en adelante el testimonio de los vendedores era suficiente para 
probar la confianza legítima. En segundo lugar, estableció que los vendedores 
“móviles” que carguen en sus cuerpos los bienes que venden no pueden ser 
acusados de ocupar el espacio público. En tercer lugar, afirmó que la policía 
no puede confiscar los bienes que los vendedores llevan, a menos que exista 
un procedimiento legal llevado a cabo previamente por la autoridad compe-
tente basado en motivos suficientes. En cuarto lugar, estimó que la policía no 
puede vulnerar el derecho a la libertad personal de ninguna persona por el 
solo hecho de vender en la calle. De manera elocuente, la sala concluyó que, 
en un Estado social de derecho, los ciudadanos no pueden ser forzados a con-

42 Corte Constitucional (20 de mayo de 1999), sentencia T-364 de 1999, M. P. Alejandro 
Martínez Caballero; Corte Constitucional (12 de julio de 1999), sentencia T-499 de 1999, M. 
P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional (12 de mayo de 1999), sentencia SU-
601A de 1999, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa; Corte Constitucional (21 de septiembre de 
1999), sentencia T-706 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte Constitucional 
(11 de octubre de 1999), sentencia T-754 de 1999, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Corte 
Constitucional (19 de noviembre de 1999), sentencia T-940 de 1999, M. P. Vladimiro Naranjo 
Mesa; Corte Constitucional (30 de marzo de 2000), sentencia T-372 de 2000, M. P. Alfredo 
Beltrán Sierra; Corte Constitucional (1o. de agosto de 2000), sentencia T-983 de 2000, M. P. 
José Gregorio Hernández Galindo; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2000), sentencia 
T-1263 de 2000, M. P. Alfredo Beltrán Sierra; Corte Constitucional (21 de septiembre de 2002), 
sentencia T-660 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte Constitucional (20 de 
agosto de 2003), sentencia T-726 de 2003, M. P. Clara Inés Vargas Hernández.

43 Corte Constitucional (4 de septiembre de 2003), sentencia T-772 de 2003, M. P. Manuel 
José Cepeda Espinosa.

44 Idem.
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vertirse en “mártires” en el nombre de la estética urbana o de ideas abstractas 
de bienestar.

Las subreglas establecidas en la sentencia T-772/03 fueron reiteradas en 
trece oportunidades por la CC.45 Se trató de un fallo importante, que obligó 
a alcaldes de varias ciudades, incluida Bogotá, a limitar el tipo de campañas 
de recuperación del espacio público que habían llevado a cabo desde 1998.46 
Al fallo de la CC se sumó que las reubicaciones de los vendedores estaban 
fallando. Como ha sido ampliamente documentado, el dinero que ganaban 
los vendedores reubicados con su trabajo era mucho menor y no lograba 
cubrir sus necesidades básicas.47 Sin embargo, los logros alcanzados por los 
vendedores ambulantes no estaban asegurados. Los niveles de protección 
que habían logrado a través de la acción de tutela estaban viéndose afectados 
por decisiones tomadas por jueces de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa que fallaban acciones populares interpuestas con el fin de “prote-
ger” el espacio público.48 De hecho, la coexistencia de acciones populares y 
de tutelas incrementaron la tensión entre el derecho fundamental al trabajo 

45 Corte Constitucional (19 de febrero de 2004), sentencia T-146 de 2004, M. P. Jaime 
Araújo Rentería; Corte Constitucional (20 de mayo de 2004), sentencia T-521 de 2004, M. P. 
Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (9 de junio de 2006), sentencia T-465 de 2006, 
M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (24 de agosto de 2006), sentencia T-722 
de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (25 de agosto de 2006), sentencia 
T-729 de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional (25 de septiembre de 2007), 
sentencia T-773 de 2007, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto; Corte Constitucional (22 de 
enero de 2008), sentencia T-021 de 2008, M. P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional 
(2 de diciembre de 2008), sentencia T-1179 de 2008, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto; 
Corte Constitucional (24 de enero de 2008), sentencia T-053 de 2008, M. P. Rodrigo Escobar 
Gil ; Corte Constitucional (29 de mayo de 2008), sentencia T-566 de 2008, M. P. Jaime Araújo 
Rentería; Corte Constitucional (26 de junio de 2008), sentencia T-630 de 2008, M. P. Jaime 
Córdoba Triviño; Corte Constitucional (6 de noviembre de 2008), sentencia T-1098 de 2008, 
M. P. Clara Inés Vargas Hernández; Corte Constitucional (29 de octubre de 2009), sentencia 
T-775 de 2009, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.

46 Donovan, Michael, “Informal cities and …”, cit., p. 46.
47 Cross, John, Informal Politics: Street Vendors and the State in Mexico City, Stanford, Stanford 

University Press, 1998; Cutsinger, Loran, “Tips of  the Trade: Street Vendors and the State in 
Barbados”, International Journal of  Sociology and Social Policy, vol. 45, núm 3, abril de 2000, pp. 
29-51; Hansen, Karen, “Who Rules the streets? The Politics of  Vending space in Lusaka”, 
en Hansen, Karen y Voo, Mariken (eds.), Reconsidering Informality: Perspectives from Urban Africa, 
México, Uppsala, Instituto de Nordic Africa Institute, 2004, pp. 62-80.

48 La Ley 472 de 1998 introdujo incentivos monetarios para los accionantes de acciones 
populares, lo que incentivó el litigio para proteger intereses colectivos, como el goce del 
“espacio público”.
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(de carácter individual y protegido por tutelas) y el derecho colectivo a man-
tener la integridad del espacio público y su destinación al uso común (pro-
tegido por las acciones populares). Hasta inicios de 2000, por ejemplo, era 
común que los alcaldes locales se quejaran de tener que elegir entre cumplir 
las órdenes emitidas por acciones populares (que ordenaban realizar campa-
ñas de recuperación del espacio público) y las tutelas (que ordenaban detener 
los desalojos).49

A lo anterior se sumaba que las fricciones entre el Consejo de Estado 
(suprema autoridad de lo contencioso-administrativo, encargada de revisar 
o fallar acciones populares) y la CC, eran y siguen siendo comunes, porque 
en el diseño constitucional ambos son órganos de cierre de su jurisdicción y 
normativamente tienen el mismo poder. En el caso de los vendedores ambu-
lantes, el choque entre ambas cortes se hizo evidente, pero disminuyó cuando 
el Consejo de Estado armonizó sus fallos con los de la CC ordenando que los 
desalojos se podían llevar a cabo sólo después que los vendedores amparados 
por la confianza legítima fueran reubicados o se les garantizara un mínimo 
vital para poder sobrevivir. La fricción con los jueces de lo contencioso-ad-
ministrativo, sin embargo, no sería el único obstáculo que los vendedores 
debieron afrontar en aquel tiempo. La CC expidió dos fallos en 2010, donde 
disminuyó el estándar de protección otorgado previamente a los vendedo-
res.50 En ambos fallos la CC negó la petición de los accionantes basándose en 
regulaciones locales y barreras burocráticas. En la sentencia T-135/10,51 por 
ejemplo, la Corte retomó parcialmente los requisitos de 1996 y sostuvo que el 
testimonio del vendedor no era suficiente para probar la confianza legítima. 
Afortunadamente, ambos fallos fueron aislados, y sus subreglas no están vi-
gentes. Esta clase de fallos son posibles porque la Corte está compuesta por 
nueve magistrados que deciden tutelas en salas de tres (salvo en los casos de 
unificación, en los que falla la Sala plena). En algunas ocasiones, una de las 
salas se separa del precedente de las demás sin ni siquiera saberlo, o, en cir-

49 Algunos desalojos de vendedores fueron llevados a cabo por autoridades municipales 
en cumplimiento de sentencias de acción popular y, tras la reubicación, los vendedores 
interpusieron tutela. A manera de ejemplo, véase Corte Constitucional (25 de agosto de 2006), 
sentencia T-729 de 2006, M. P. Jaime Araújo Rentería.

50 Corte Constitucional (24 de febrero de 2010), sentencia T-135 de 2010, M. P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo; Corte Constitucional (17 de noviembre de 2010), sentencia T-926 
de 2010, M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

51 Corte Constitucional (24 de febrero de 2010), sentencia T-135 de 2010, M. P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.
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cunstancias menos afortunadas, respondiendo a intereses políticos de algunos 
magistrados.52

En 2016 sucedió algo muy importante. El Congreso de la República ex-
pidió un nuevo Código de Policía (Ley 1801, de 2016). El artículo 140.4 de 
este nuevo Código estableció que ocupar el espacio público constituía un 
comportamiento susceptible de multa, y, de suceder dos veces, conllevaría a la 
destrucción de los bienes de los ocupantes. La norma fue demandada porque 
en criterio de los demandantes vulneraba el derecho fundamental al debido 
proceso y el principio de confianza legítima de los vendedores ambulantes.53 
Para hacer compatible el Código con el principio de confianza legítima, la 
CC declaró la exequibilidad condicionada de la norma, y ordenó que en caso 
de tratarse de personas en situación de debilidad manifiesta o pertenecien-
tes a grupos de especial protección protegidas por el principio de confianza 
legítima, la medida no era aplicable hasta tanto las autoridades competentes 
ofrecieran alternativas para garantizar su mínimo vital.54

Con esa decisión, la Corte volvió a darle mucha importancia al principio 
de confianza legítima, lo cual es desafortunado, pues este principio ha contri-
buido a hacer más profundas las divisiones entre las personas de bajos recur-
sos: quienes cuentan con mejor defensa técnica usualmente logran probar la 
confianza legítima, y los otros no. El principio también ha contribuido a que 
las autoridades se sientan legitimadas para crear más requisitos burocráticos 
para que los vendedores eviten ser desalojados. En Bogotá, por ejemplo, se 
ordenó que los vendedores que estuvieran ubicados en áreas donde el espacio 
público hubiera sido previamente “recuperado” no podrían acceder a alterna-
tivas económicas, porque no los cubría el principio de confianza legítima. Ser 
pobre y vulnerable, aparentemente no era suficiente.

Con el propósito de superar estos problemas, el magistrado Aquiles Arrie-
ta escribió tal vez la sentencia más garantista que se ha expedido hasta ahora 
(T-067/17),55 donde afirmó que el principio de confianza legítima es sólo uno 

52 Hirschl, Ran, “The Judicialization of  Mega-Politics and The Rise of  Political Courts”, 
Annual Reviews of  Political Science, vol. 11, mayo de 2008, pp. 93-118.

53 Corte Constitucional (28 de noviembre de 2017), sentencia C-211 de 2017, M. P. Iván 
Humberto Escrucería Mayolo.

54 Idem.
55 Corte Constitucional (3 de febrero de 2017), sentencia T-067 de 2017, M. P. Aquiles 

Arrieta Gómez. En esta ocasión, la Corte realmente se interesó en diseñar subreglas que 
respondieran a las lógicas productivas de los vendedores. Para el efecto, se basó en estudios 
cuantitativos y cualitativos como, por ejemplo, la tesis de doctorado de una de las coautoras 
de este texto.
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de los ejes principales del concepto más amplio e integral del debido proceso. 
Según la CC, para no violar el derecho al debido proceso se debe llevar a cabo 
el siguiente procedimiento en un caso de desalojo: 1) suscribir un acuerdo 
previo con los vendedores donde se establezcan obligaciones específicas para 
que la administración garantice un ingreso mínimo para los desalojados. No 
es suficiente con incorporar a los vendedores ambulantes en una base de 
datos, en un registro o en una lista de espera. Los funcionarios públicos im-
plicados son responsables disciplinariamente por el incumplimiento del plan. 
2) Certificado de disponibilidad presupuestal obtenido por la administración 
antes del desalojo, mediante el cual se pruebe que la administración cuenta 
con recursos económicos suficientes para garantizar el ingreso mínimo de los 
vendedores. 3) Los desalojos deben ser llevados a cabo con todas las garan-
tías para la integridad personal de la población afectada. La mercancía de los 
vendedores no puede ser incautada. 4) Después de que el desalojo se lleve a 
cabo, todos los vendedores deben estar en capacidad de obtener un ingreso 
mínimo por otros medios. Si ese no es el caso, el vendedor puede interponer 
una tutela, pues se estaría violando su derecho fundamental al debido proce-
so. Esta sentencia es clave, pues cambió el precedente al establecer que aun 
si los vendedores ambulantes no pueden probar que están amparados por la 
confianza legítima, el Estado siempre está obligado a cumplir el derecho al 
debido proceso. Desafortunadamente, las cosas estaban por cambiar.

V. UNA CORTE OSCILANTE y EN OCASIONES MENOS 
DISPUESTA A gARANTIzAR LOS DERECHOS DE LOS VENDEDORES 

AMBULANTES (2017-2020)

La victoria para los vendedores fue efímera. La CC se apartó del preceden-
te de la sentencia T-067/17 en dos fallos posteriores.56 En el primer fallo, la 
CC denegó las pretensiones del accionante, por considerar que no se probó 
la confianza legítima.57 El fallo es desafortunado, pues la Corte volvió a darle 
fuerza al principio sin siquiera identificar el precedente de la T-067. El se-
gundo fallo es aún más preocupante. Un nuevo juez, el magistrado Bernal,58 

56 Corte Constitucional (3 de febrero de 2017), sentencia T-067 de 2017, M. P. Aquiles 
Arrieta Gómez.

57 Corte Constitucional (4 de julio de 2017), sentencia T-424 de 2017, M. P. Alejandro 
Linares Cantillo.

58 Lewin, Juan, “De la Biblia para la Corte Constitucional”, La Silla Vacía, 30 de octubre de 
2019, disponible en: https://lasillavacia.com/biblia-corte-constitucional-74322.
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declaró que los casos de vendedores ambulantes desalojados no deben ser 
conocidos por la jurisdicción constitucional, pues no cumplen con el princi-
pio de subsidiariedad.59 Según el principio, la tutela sólo procede cuando no 
existe otro mecanismo judicial que permita salvaguardar un derecho o, cuan-
do existiendo, éste no es idóneo para protegerlo en la práctica. Según Ber-
nal, el proceso contencioso-administrativo es idóneo para resolver la disputa 
entre los vendedores ambulantes y la administración, pues a través de dicho 
procedimiento se puede demandar un acto administrativo ficto (el desalojo) y 
solicitar una medida cautelar. También consideró que en el caso en concreto 
no se presentaba un perjuicio irremediable, pues el accionante “no aportó 
medios de prueba que permitan concluir que se encuentra en un supuesto 
de perjuicio irremediable o ante alguna situación que amerite la intervención 
excepcional del juez de tutela”.60

El fallo de Bernal es reprochable al menos por dos razones. En primer 
lugar, el argumento de acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa es 
insuficiente. Se requiere contratar a un abogado para acudir al juez adminis-
trativo, y un vendedor desalojado no cuenta con ingresos ni conocimiento 
suficiente para buscar y contratar un abogado que pueda interponer la acción. 
Adicionalmente, los procesos en la jurisdicción contencioso-administrativa 
se demoran mucho más en ser fallados que una tutela. En segundo lugar, 
es evidente que existe un perjuicio irremediable. Si el vendedor perdió su 
mercancía y fue desalojado de su lugar de venta, no podrá obtener el ingreso 
diario necesario para sobrevivir y, por lo tanto, su mínimo vital y su derecho 
al trabajo se verán afectados. Afortunadamente, otra Sala conformada por 
otros magistrados falló un caso de desalojo siguiendo lo establecido en la 
T-067/17.61 En esa oportunidad, la sala de revisión, presidida por el magistra-
do Alberto Rojas, concedió el amparo a una vendedora, argumentando que 
otros mecanismos judiciales (como acudir al juez administrativo) no resultan 
idóneos ni eficaces para lograr la protección de los derechos fundamentales 
de poblaciones sujetas de especial protección constitucional.62 El magistrado 
Bernal salvó el voto.

59 Corte Constitucional (28 de noviembre de 2017), sentencia T-701 de 2017, M. P. Alberto 
Rojas Ríos.

60 Idem.
61 Idem.
62 Corte Constitucional (3 de febrero de 2017), sentencia T-067 de 2017, M. P. Aquiles 

Arrieta Gómez.
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Los choques entre distintas salas continuaron. De nuevo, una Sala presidi-
da por el magistrado Alberto Rojas decidió amparar, siguiendo las considera-
ciones de la T-067/17, los derechos de un vendedor ambulante desalojado,63 
mientras que una Sala presidida por Bernal decidió declarar improcedente la 
acción presentada por una mujer que vendía sus productos en frente de una 
clínica.64 Afortunadamente, la última decisión de la Corte,65 expedida por 
una Sala presidida por el magistrado José Fernando Reyes, enfatiza el hecho 
de que un desalojo implica una violación del derecho al debido proceso y 
hace énfasis en lo establecido en la sentencia T-067/17. Bernal volvió a sal-
var el voto.66 En este momento,67 lo preocupante es que no existe un balan-
ce constitucional claro, pues la jurisprudencia oscila entre la declaración de 
improcedencia de la tutela y la solución integral promovida por la sentencia 
T-067/17. Finalmente, en un caso más cercano al derecho al debido proceso, 
la Corte tuteló los derechos de una vendedora de tinto (café) que fue expulsa-
da por sostener una relación sentimental con un comerciante de una plaza de 
mercado.68 Pese a los choques entre las salas de revisión, la Sala plena no ha 
expedido un fallo de unificación.

VI. CONCLUSIóN

Antes de que la tutela fuera incluida en la Constitución de 1991, no había 
ningún mecanismo legal disponible para que los ciudadanos más vulnerables 
pudieran exigir judicialmente la coordinación de regulaciones locales con el 
catálogo de derechos fundamentales. Durante estos treinta años, la tutela ha 
sido usada como un escudo en contra de regulaciones de bajo nivel usadas 

63 Corte Constitucional (31 de mayo de 2019), sentencia T-243 de 2019, M. P. Alberto 
Rojas Ríos.

64 Corte Constitucional (22 de octubre de 2019), sentencia T-499 de 2019, M. P. Carlos 
Bernal Pulido.

65 Corte Constitucional (2 de marzo de 2020), sentencia T-090 de 2020, M. P. José Fernando 
Reyes Cuartas.

66 Idem.
67 La sentencia T-269/20 negó el amparo de un ciudadano que deseaba utilizar el espacio 

público para la venta de comida rápida, pese a que tenía un local comercial y estaba registrado 
como comerciante. En sentido estricto, esa sentencia no entra en este estudio, pues el 
accionante no era un rebuscador. Véase Corte Constitucional (30 de julio de 2020), sentencia 
T-269 de 2020, M. P. Alejandro Linares Cantillo.

68 Corte Constitucional (3 de agosto de 2020), sentencia T-283 de 2020, M. P. Diana 
Fajardo Rivera.
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por la policía y otros funcionarios públicos que adelantan desalojos sin garan-
tizar que los vendedores puedan obtener un ingreso mínimo alternativo que 
les permita sobrevivir. Sin embargo, como lo mostramos en este artículo, ac-
tualmente el patrón decisional en el caso de vendedores ambulantes que son 
desalojados por invadir el espacio público no es claro. Algunos magistrados 
han hecho esfuerzos (con frutos) para que los rebuscadores de la calle, y par-
ticularmente los vendedores ambulantes, no accedan a la justicia constitucio-
nal. Si esa postura (por ahora, afortunadamente en debate) logra convertirse 
en la subregla dominante, el derecho constitucional dejará de servir como un 
escudo para los vendedores ambulantes.

Trabajar en la calle está lejos de ser fácil o de constituirse en un trabajo 
ideal. Esta clase de estrategias productivas requieren largas jornadas de traba-
jo, y someten a quienes las adoptan a las inclemencias del clima y de la conta-
minación. Trabajar en la calle, generalmente, es una forma de huir del hambre. 
Son condiciones estructurales (y no una decisión libre) las que arrojan a las 
personas a trabajar rebuscándosela.69 En estos momentos, es aún más difícil. 
Las ventas ambulantes dependen de que la gente salga a la calle a comprar, 
y como salir es un factor de riesgo para el Covid-19, los compradores han 
disminuido. En ese orden de ideas, ahora es más importante que nunca que 
la Sala Plena de la CC expida un fallo de unificación en el que: i) recalque 
que la tutela es procedente para resolver conflictos en los que vendedores am-
bulantes son desalojados, y ii) retome las subreglas de la sentencia T-067/17, 
haciendo énfasis en que para llevar a cabo un desalojo las autoridades deben 
respetar el debido proceso, inclusive cuando no se prueba la existencia de 
confianza legítima. Lo más importante, en cualquier caso, es que por ninguna 
razón la CC retome el argumento de que la tutela es improcedente.

La esperanza está en que la CC emita una sentencia de unificación, por-
que el rol del Legislativo y el Ejecutivo respecto de los rebuscadores ha sido 
muy marginal. El Legislativo expidió la Ley 1988 de 2019, que establece los 
lineamientos para una política pública de vendedores ambulantes. El pro-
yecto de ley original consagraba un artículo que prohibía expresamente el 
desalojo de vendedores sin un debido proceso, ordenando la evaluación deta-
llada de sus condiciones socioeconómicas tal como lo estableció la sentencia 
T-067/17. Sin embargo, dicho artículo fue eliminado en el trámite legislativo 
por solicitud de la bancada de gobierno, lo cual nos dejó con una Ley inocua y 

69 García, Gustavo y Badillo, Érika, “Rationing of  Formal Sector Jobs and Informality: The 
Colombian Case”, Journal of  International Development., vol. 30, núm. 5, julio de 2018, pp. 760-789.
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menos garantista que la sentencia T-067/17. El Ejecutivo también ha desem-
peñado hasta ahora un papel muy pobre en la protección de los rebuscadores. 
En agosto de 2020, el gobierno expidió la política pública de vendedores am-
bulantes ordenada en la Ley 1988 de 2019;70 pero la política del nivel nacional 
es limitada, pues los desalojos son ordenados por las entidades territoriales. 
Es hora, por lo tanto, de que la Sala Plena de la CC expida una sentencia de 
unificación, y con ella le haga honor a la frase de Ciro Angarita Barón: “no 
basta el éxito profesional y que él es menos gratificante cuando florece en un 
medio de desigualdad y dolor, en el cual se vulnere a diario la dignidad del 
prójimo”.
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